SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°099
RADICACIÓN: 60013187001201800076-01

ACCIONANTE: JAIME DÍAZ MESA
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CUMPLIMIENTO DEL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA / NO CONSTITUYE HECHO SUPERADO / SE CONFIRMA LA CONCESIÓN DEL AMPARO.

Ahora bien, con fundamento en la decisión de la Corte Suprema de Justicia en sentencia STP 11045-2018 de agosto 28 de 2018, es inconveniente la declaratoria de un hecho superado, toda vez que se presenta cuando: “en el entre tanto de la interposición de la demanda de tutela y el momento del fallo del juez de amparo, se repara la amenaza o vulneración del derecho cuya protección se ha solicitado” -negrilla excluidas-, ya que lo que acontece en este asunto no es la superación de los hechos que motivaron la acción de tutela, sino el acatamiento de la sentencia proferida por el juzgado de primer nivel.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 0936
                                                Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Procurador 290 Judicial II Penal de Pereira, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por el señor JAIME DÍAZ MESA frente a COLPENSIONES.

2.- DEMANDA 

Informa el apoderado judicial del señor DÍAZ MESA, que envió a COLPENSIONES en junio 21 de 2018 solicitud de inclusión en nómica, donde pedía el cumplimiento de la sentencia emitida por un Juzgado Laboral que reconoció incremento pensional, sin que se le hubiere dado respuesta alguna. Pide que se ampare el derecho de petición y se ordene a COLPENSIONES que dé respuesta e informe en qué nómina será incluido el incremento al cual tiene derecho su representado.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela el juez de primer nivel corrió traslado a COLPENSIONES, sin que se hubiera dado respuesta al trámite.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de septiembre 06 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición del señor JAIME DÍAZ, por lo cual ordenó a COLPENSIONES, por intermedio de los Gerentes Nacional y de reconocimiento y nómina, que en el término de cuatro días siguientes, incluya al accionante en la nómina más próxima y dé cabal cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Laboral, en las condiciones y bajo los presupuestos allí decretados.
Para llegar a la anterior determinación indicó que el accionante tiene a su favor un incremento pensional y si bien no se aportó en la acción de tutela la sentencia proferida en la jurisdicción laboral, la entidad no controvirtió su existencia y guardó silencio, operando así la presunción de veracidad de los hechos -artículo 20 del Decreto 25191 de 1991-. Aplicó igual regla para considerar que el derecho de petición si fue presentado ante COLPENSIONES y que el mismo no se ha contestado. 
3.3- Con posterioridad a la emisión de la sentencia, COLPENSIONES informó que mediante resolución SUB 239306 de septiembre 11 de 2018 resolvió de fondo la petición del accionante y así desapareció la presunta causa que vulneraba el derecho fundamental objeto de protección. Información que fue corroborada por la parte accionante.
4.- IMPUGNACIÓN

En término oportuno el Procurador 290 Judicial II Penal señala lo siguiente: (i) con fundamento en los Decretos 2591/1991 y 262/00 artículo 38 numeral 2°, y en su condición de Agente del Ministerio Público interpone el recurso de impugnación a favor de la parte accionada, en busca de la protección del ordenamiento jurídico y el principio de equilibrio económico a cargo del Estado, con el fin de que se revoque la sentencia de primer grado y en su lugar no se conceda el amparo de los derechos fundamentales; (ii) la pretensión del accionante en la acción de tutela va dirigida exclusivamente a que se le ordene a COLPENSIONES dar una respuesta a su solicitud de pago de sentencia judicial que ordenó incremento pensional, la cual radicó en junio 21 de 2018, pero no ha recibido respuesta; (iii) ante el silencio de la entidad en el traslado de la acción de tutela, la jueza dio aplicación al principio de veracidad; (iv) no obstante, ordenó a COLPENSIONES incluir al accionante en la nómina más próxima posible, y cancelar lo reconocido en la sentencia del Juzgado Laboral; (v) si bien es cierto la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que el juez de tutela es quien finalmente define los derechos fundamentales desconocidos, a partir del análisis que hace de los hechos narrados en la petición de amparo, es importante que la carga dinámica de la prueba cobre vigencia en estos asuntos, así sea sumariamente, en la medida que exige un mínimo de acreditación para estimar vulnerado el derecho reclamado; (vi) en este caso en particular era necesario la acreditación o mínima prueba de la afectación del derecho y no la simple manifestación; y, finalmente (vii) no obstante que el Código Contencioso Administrativo ha fijado en quince días hábiles el término para que las entidades den respuesta a los derechos de petición, se tiene que en este asunto COPENSIONES cuenta con seis meses para cancelar las mesadas, pagar la retroactividad reclamada e incluir en nómina. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por el señor JAIME DÍAZ MESA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

6.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida.  A este respecto se tienen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

En cuanto al primer aspecto, es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con el núcleo esencial, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que en atención a la esencia de los asuntos que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición planteada. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante en la labor que el legislador está llamado a realizar, con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que emplea la Constitución para fijar los elementos constitutivos de este derecho
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales.

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En este evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
.

De igual forma, por vía jurisprudencial se determinó en la sentencia SU-975 de 2003
, de acuerdo con la interpretación que en esa decisión hizo sobre los artículos 19 del Decreto 656/94, 4º de la Ley 700/01, 6º y 33 del Código Contencioso Administrativo, que para dar respuesta de fondo a las peticiones pensionales el término que se tiene es de cuatro meses contados a partir de la presentación de la solicitud, y de seis meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales. Dichos plazos fueron reiterados por la citada Corporación en la sentencia T-273/016.

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por el actor por intermedio de su apoderado judicial es que se dé respuesta de fondo al derecho de petición que se radicó ante COLPENSIONES en junio 21 de 2018, mediante el cual pidió el cumplimiento de una sentencia judicial.

Ante lo anterior, el juzgado de primer nivel decidió tutelar el derecho fundamental deprecado por el accionante y ordenó a COLPENSIONES incluir en la nómina más próxima al señor JAIME DIAZ y dar cabal cumplimiento a la sentencia proferida por el Juzgado Laboral. 

Posterior al fallo la entidad allegó un oficio mediante el cual solicita que se declare carencia actual de objeto por hecho superado, como quiera que había dado respuesta de fondo al derecho de petición mediante Resolución SUB 239306 de septiembre 11 de 2018. La anterior información fue ratificada por la parte accionante, quienes manifestaron que efectivamente el señor JAIME DÍAZ había sido incluido en nómina.
Ahora bien, el delegado del Ministerio Público impugnó la decisión y señaló que si bien es cierto, el Código Contencioso Administrativo ha fijado en quince días hábiles el término para que las entidades den respuesta a los derechos de petición, en este asunto COPENSIONES cuenta con seis meses para cancelar las mesadas, pagar la retroactividad reclamada e incluir en nómina. 

Sin embargo, se tiene que la entidad dio cumplimiento a la sentencia –incluyó en nómina al accionante-, y aunque el Procurador Judicial disiente del fallo de primer nivel, no existe ninguna razón jurídica para acoger los planteamientos expuestos en la impugnación, como quiera que la entidad procedió a dar respuesta de fondo a la solicitud presentada por el señor JAIME DÍAZ, y en esas condiciones y por sustracción de materia sería inocuo, inoficioso o superfluo, hacer cualquier análisis de fondo acerca de la potencial afectación del derecho fundamental de petición en el presente evento, cuando ya desaparecieron los hechos que motivaron la acción constitucional.

Para ello hay lugar a tener presente que lo pedido por el accionante y a lo que se reconduce su interés, era única y exclusivamente la inclusión en nómina, lo cual se encuentra adicionado en el sentido que el pago se hará en el mes de noviembre. Situación con la cual se mostró totalmente de acuerdo el propio interesado cuando aseguró que ya consideraba satisfecha en su pretensión. 

Ahora bien, con fundamento en la decisión de la Corte Suprema de Justicia en sentencia STP 11045-2018 de agosto 28 de 2018, es inconveniente la declaratoria de un hecho superado, toda vez que se presenta cuando: “en el entre tanto de la interposición de la demanda de tutela y el momento del fallo del juez de amparo, se repara la amenaza o vulneración del derecho cuya protección se ha solicitado”
-negrilla excluidas-, ya que lo que acontece en este asunto no es la superación de los hechos que motivaron la acción de tutela, sino el acatamiento de la sentencia proferida por el juzgado de primer nivel.

Por lo anterior, esta Colegiatura confirmará la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, como quiera que COLPENSIONES cumplió la orden impuesta por el juez en la sentencia de fecha septiembre 06 de 2018.
7.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medias de Seguridad de Pereira (Rda.), objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.





� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.


� Sentencia T-086/15.


� Sentencia T-047/16
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